El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en el audio que reposa en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia - 2ª instancia – 13 de junio de 2018

Proceso: 

 Simulación de Contrato
Radicación No.:

 66008-31-89-001-2012-00099-01

Demandante: 


CARLOS ARTURO GUTIÉRREZ DUQUE

Demandado:

GLORIA ELENA YEPEZ DE GUTIÉRREZ

Magistrado Ponente: 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Temas:


SIMULACIÓN DE CONTRATO / SOCIEDAD CONYUGAL VIGENTE / LIBRE DISPOSICIÓN DE LOS BIENES / LEGITIMACIÓN DEL CÓNYUGE PARA DEMANDAR SIMULACIÓN / PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL / NEGACIÓN INDEFINIDA / DEBE SER DESVIRTUADA POR LA CONTRAPARTE / INDICIOS /  En el ordenamiento jurídico no existe una disposición que de manera precisa especifique quiénes puedan ejercer la acción de simulación y ha sido la Corte Suprema de Justicia, a lo largo de su jurisprudencia, la que se ha encargado de desarrollar, además de lo relativo a sus alcances y presupuestos, lo concerniente al interés para proponerla, todo en el escrutinio del artículo 1766 del Código Civil y ha dicho de manera reiterada que de ella son titulares no solo las partes que intervinieron o participaron en el concilio simulatorio y, en su caso, sus herederos, sino, también, los terceros, cuando el acto atacado les acarrea un perjuicio cierto y actual. 

(…)

El criterio de la Corte Suprema de Justicia ha sido entonces el de  permitir al cónyuge que pueda resultar afectado en sus gananciales, ante la celebración de negocios aparentes celebrados por el otro, demandar la simulación de esos actos, así no se haya producido la disolución de la sociedad conyugal, cuando se ha presentado demanda tendiente a obtenerla y de ella ha recibido notificación el esposo demandado.

(…)

En los hechos de la demanda se alegó, como sustento de la simulación, la falta de recursos económicos en la citada señora para prestar a su hija suma tan alta como aquella a que se refiere la escritura pública de que se trata y ese hecho, como negación indefinida, no requiere prueba al tenor del último inciso del artículo 167 del CGP. 

Por tanto, correspondía a la parte demandada demostrar el hecho contrario, es decir, la solvencia económica de la señora Guillermina, que le permitiera celebrar el referido negocio. Sin embargo, ninguna prueba solicitó o aportó al proceso para demostrarlo. Al dar respuesta a ese supuesto fáctico dijo que no era cierto, pero no  indicó el monto de sus ingresos para la época de la supuesta deuda, ni a qué se dedicaba, cuál era su profesión u oficio y sí tenía o no bienes de fortuna.  

(…)

Lo anterior, sin lugar a dudas, estructura indicio de notoria importancia, pues la señora GELG, dispuso el mismo día de varios bienes, todos, adquiridos en vigencia de la sociedad conyugal que tenía conformada con el demandante y lo hizo después de ser notificada de la demanda de divorcio, todo lo cual conduce a que su intención no era otra, que defraudar esa sociedad conyugal, pues no es normal  como lo asegura el apelante, que una persona de un momento a otro decida transferir el dominio de  todos sus activos y quedarse destituida de todo patrimonio, saldando obligaciones e incluso haciendo una donación.

(…)

Los indicios que se acaban de relacionar, excepto el relacionado con el precio vil, están edificados sobre hechos conocidos que no admiten discusión en cuanto a su existencia; están íntimamente ligados con el que se trata de inferir; todos convergen al mismo fin; no se neutralizan, ni excluyen, son graves, precisos y concordantes y revelan la mera apariencia de los actos por medio de los cuales la señora GELG simuló el negoció jurídico atacado a través de la presente acción para impedir que el bien ingresara a la sociedad conyugal que tuvo el señor CAGD.
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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 16 DE MAYO DE 2012  
(folios 13 a 21, cuaderno No. 1). HECHOS: Los señores Carlos Arturo Gutiérrez Duque y Gloria Elena Yepes contrajeron matrimonio el 4 de noviembre de 1997; la última, en vigencia de la sociedad conyugal  adquirió un lote de terreno mejorado con casa de habitación, ubicado en el barrio Nueva Frontera Autopista Cabal Pombo entrada principal del barrio Zona “E” de la ciudad de Buenaventura, identificado con matrícula inmobiliaria No. 372-17790; el actor la demandó en proceso de divorcio el 14 de agosto de 2009, dentro del cual pidió el embargo de tres inmuebles que cita por sus matrículas inmobiliarias, pero que no incluye el objeto de este proceso; el 8 de septiembre de 2011 se dictó sentencia favorable a los intereses del demandante, la que revocó este Tr¡bunal mediante fallo del 20 de febrero de 2012.

El mismo señor formula nuevamente la demanda el 20 de enero de 2012 y pidió el embargo, entre otros, del inmueble a que se contrae esta acción; su cónyuge recibió notificación el 29 de marzo del mismo año y procedió a traspasar todos sus bienes de manera simulada, con el fin de sustraerlos de la masa social, con el fin de que no fueran objeto de liquidación; aquel a que se refiere esta demanda se traspasó a la señora Guillermina de Jesús Bedoya de Yepes, su progenitora, a título de dación en pago, por escritura pública No. 624, la que se registró el 20 de abril de 2012.

En un solo día, el 19 de abril de 2012, traspasó varios bienes, los que se identifican con matrículas inmobiliarias números  293-14337; 293-12102; 293-3757 y 293-9284. 

En la escritura pública  que se ataca de simulada, se indicó que la deuda que se pagaba era de $50.000.000, pero no se describen los títulos que respaldan esa obligación, ni se constituyó gravamen hipotecario; el valor por el que se dio el inmueble en pago es demasiado inferior a su valor comercial; la señora Gloria Elena no tenía necesidad de traspasar el bien, aunque sí el interés de que no ingresara a la sociedad conyugal, “incurriendo en las consecuencias” del artículo 1824 del CC; además, en fraude procesal, ambas contratantes.

Se dijo en el título que se le hizo entrega a Guillermina de Jesús Bedoya de Yepes lo dado en pago, lo que no es cierto, además, constituye indicio grave de la simulación el apresuramiento de la demandante para suscribir las escrituras públicas por medio de las cuales traspasó los bienes. La que aquí se ataca, la firmó el 20  de abril de 2012 y se registró el mismo día o el 23 siguiente porque  entre la primera y la última de las fechas se interpusieron los días sábado y domingo y la señora Guillermina carece de medios económicos e ingresos que le permitan ser acreedora de tan alta suma de dinero.

PRETENSIONES: Se declare absolutamente simulado el contrato de dación en pago, contenido en la escritura pública No. 624 del 20 de abril de 2012, otorgada en la Notaría Segunda del Círculo de Buenaventura, registrada en el folio de matrícula inmobiliaria No. 372-17790 de la Oficina de Registro de ese mismo lugar; se declare sin valor alguna tal inscripción y se oficie al competente notario para que deje nota en el respectivo protocolo y que es la señora Gloria Elena la propietaria de ese bien “para cuya sociedad conyugal conformada por el matrimonio con el actor se demanda”.

RESUMEN CONTESTACIÓN DEMANDA (Folios 33 a 37 y 48 a 52). Ambas demandadas, por medio del mismo apoderado, respondieron la demanda en términos idénticos. Aceptaron los hechos que no guardaran relación con los actos de simulación invocados; se opusieron a las pretensiones y formularon como excepción de fondo la que denominaron falta de causa absoluta para demandar, que se sustentó en la falta de legitimación del actor para demandar y en justificar los hechos de la demanda en los que encuentra el citado señor la simulación.
SENTENCIA: Se dictó el 31 de mayo de 2017. En ella se accedió a las súplicas de la demanda; se declaró no probada la excepción de fondo y se condenó en costas a las demandadas. A juicio del juzgado, el demandante estaba legitimado para demandar de conformidad con jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que transcribe en extenso, del 7 de abril de 2017, Sala de Casación Civil, MP. Dr. Fernando Giraldo. Además, encontró probados los indicios de simulación.
APELACIÓN: Impugnó el apoderado de las demandadas. Adelante se analizan los motivos pero fue por la legitimación del demandante y por la apreciación de los indicios. 

SENTENCIA

Procede la Sala a pronunciar el fallo de segunda instancia, con motivo del recurso de apelación que interpuso el apoderado de las demandadas, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 31 de mayo de 2017, en el proceso ordinario sobre simulación que propuso el señor Carlos Arturo Gutiérrez Duque en contra de las señoras Gloria Elena Yepes de Gutiérrez y Guillermina de Jesús Bedoya de Yepes, en el que fueron reconocidos como sucesores procesales de la última, en razón de su fallecimiento, los señores Jairo de Jesús, Maira Yelila, Danilo de Jesús, John Herman, Ariel de Jesús, María Cenelia, Eduardo de Jesús, María Elvia y Ancizar de Jesús Yepes Bedoya.

CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se encuentran satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

2. De acuerdo con los reparos que hizo el apoderado de la impugnante al fallo de primera instancia y a los que sustentó en esta sede, corresponde a esta Sala decidir en primer lugar si la señora Gloria Elena Yepes de Gutiérrez podía disponer del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 372-17790 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Buenaventura, mediante la dación en pago que hizo a la señora Guillermina de Jesús Bedoya de Yepes, por medio de la escritura pública No. 624, del 20 de abril de 2012, otorgada en la Notaría Segunda del mismo lugar. Dilucidada esa cuestión y solo de ser afirmativa la conclusión, se analizará lo relacionado con el referido contrato, del que dice la parte actora, es mera apariencia. 

3. Estima el apoderado de las demandadas que no podía hacerlo porque para la fecha en que se celebró el negocio que se dice simulado, no se había decretado el divorcio de su matrimonio con el actor y por tanto, ejerció su derecho a disponer libremente de él.

Tal argumento está íntimamente relacionado con la legitimación en la causa de uno de los cónyuges para demandar la simulación de los actos celebrados por el otro y por ello, para dilucidar la cuestión, se analizará lo relacionado con aquella figura.
En el ordenamiento jurídico no existe una disposición que de manera precisa especifique quiénes puedan ejercer la acción de simulación y ha sido la Corte Suprema de Justicia, a lo largo de su jurisprudencia, la que se ha encargado de desarrollar, además de lo relativo a sus alcances y presupuestos, lo concerniente al interés para proponerla, todo en el escrutinio del artículo 1766 del Código Civil y ha dicho de manera reiterada que de ella son titulares no solo las partes que intervinieron o participaron en el concilio simulatorio y, en su caso, sus herederos, sino, también, los terceros, cuando el acto atacado les acarrea un perjuicio cierto y actual. 
Para establecer si uno de los cónyuges puede demandar la simulación de los actos o contratos celebrados por el otro, puede empezar por decirse que mientras la sociedad conyugal subsiste, se distinguen las siguientes clases de bienes: a) los de propiedad de cada uno de los cónyuges, en ninguno de los cuales tiene parte la sociedad y básicamente están constituidos por los bienes raíces que cada uno tenía en forma exclusiva antes de contraer nupcias; los que se adquieren en vigencia del matrimonio a título de donación, herencia o legado y todos aquellos que se hubiesen reservado como propios en capitulaciones, y b) los bienes de la sociedad conyugal que son aquellos adquiridos durante su vigencia, que figuran a nombre de uno de ellos y que en forma independiente administran libremente.

Esta última facultad implica que uno de los esposos no puede cuestionar los negocios que celebre el otro sobre los bienes que  adquiridos en vigencia de la sociedad conyugal pueden llegar a convertirse en gananciales de producirse su disolución, pues en tal forma se desconocería el artículo 1º de la ley 29 de 1932, según el cual: “Durante el matrimonio cada uno de los cónyuges tiene la libre administración y disposición tanto de los bienes que le pertenezcan al momento de contraerse el matrimonio o que hubiere aportado a él, como de los demás que por cualquier causa hubiere adquirido o adquiera; pero a la disolución del matrimonio o en cualquier otro evento en que conforme al Código Civil deba liquidarse la sociedad conyugal, se considerará que los cónyuges han tenido esta sociedad desde la celebración del matrimonio, y en consecuencia se procederá a su liquidación.”

Empero, esa facultad se predica de los negocios jurídicos que en realidad celebra uno de ellos, mas no de aquellos aparentes que buscan desconocer los derechos del otro. 

Así lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia en providencia en la que tratando sobre la legitimación en la causa de uno de los cónyuges para demandar la simulación de los actos celebrados por el otro, lo autoriza hacerlo, aunque no se haya disuelto la sociedad conyugal, cuando el demandado ha sido notificado de una demanda de divorcio, separación de bienes o de  nulidad de matrimonio, que genere la disolución de esa sociedad. Al respecto dijo: 
“B. El derecho de libre disposición de los cónyuges frente a la acción de simulación. Como se sabe, el régimen de participación en gananciales o de sociedad conyugal es una de las formas de regular las relaciones patrimoniales entre los cónyuges, con ocasión del matrimonio…

Según establece el artículo 1o. de la Ley 28 de 1932, entre los atributos que para los cónyuges surge de la constitución de la sociedad conyugal, está el de disposición que durante el matrimonio puede ejercer cada uno de ellos respecto de los bienes sociales que le pertenezcan al momento de contraerlo, o que hubiere aportado a él, prerrogativa que sólo decaerá a la disolución de la sociedad, por cuya causa habrá de liquidarse la misma, caso en el cual “se considerará que los cónyuges han tenido esta sociedad desde la celebración del matrimonio”. Significa lo anterior, entonces, que mientras no se hubiese disuelto la sociedad conyugal por uno cualquiera de los modos establecidos en el señalado artículo 1820 del Código Civil, los cónyuges se tendrán como separados de bienes y, por lo mismo, gozarán de capacidad dispositiva con total independencia frente al otro, salvo, claro está, en el evento de afectación a vivienda familiar de que trata la Ley 258 de 1996, independencia que se traduce en que éste no puede obstaculizar el ejercicio de ese derecho… 

En cambio, “una vez disuelta la sociedad conyugal los cónyuges están legitimados para demandar la simulación de los actos celebrados por el otro. El interés jurídico es patente en ese caso porque disuelta la sociedad por cualquiera de las causas legales, se actualiza el derecho de cada uno de los cónyuges sobre los bienes sociales para la determinación de los gananciales que a cada uno correspondan. Pero antes de esa disolución puede existir ya el interés jurídico en uno de los cónyuges para demandar la simulación de un contrato celebrado por el otro sobre bienes adquiridos por éste a título oneroso durante el matrimonio cuando la demanda de simulación es posterior a la existencia de un juicio de separación de bienes, o de divorcio, o de nulidad del matrimonio, los cuales al tener éxito, conllevan la disolución de la sociedad conyugal” (G. J. CLXV 211), caso en el cual se exige que “una de tales demandas definitorias de la disolución de dicha sociedad se haya notificado al otro cónyuge, antes de la presentación de la demanda de simulación (Sentencia de Casación Civil de 15 de septiembre de 1993); por supuesto que en eventos como los señalados, asoma con carácter definido una amenaza grave, cierta y actual a los derechos del demandante, toda vez que, sin lugar a dudas, la preservación del negocio simulado acarrea una mengua a sus derechos.

Quiérese destacar, entonces, que el derecho de libre disposición derivado del régimen legal vigente de la sociedad conyugal, se encuentra fuera de toda discusión en relación con los actos en que el cónyuge dispone real y efectivamente de los bienes que, asumiendo la condición de sociales al momento de la disolución, le pertenecen. Empero, otro debe ser el tratamiento, cuando uno de los cónyuges ha celebrado dichos actos de manera aparente o simulada pues en esta hipótesis la situación habrá de abordarse de distinta manera, dado que en su impugnación, por tan específico motivo, ya no se enjuicia propiamente el ejercicio del comentado derecho de libre disposición, sino el hecho de si fue cierto o no que se ejerció ese derecho, todo en orden a verificar que los bienes enajenados mediante actos simulados, no hayan dejado de formar parte del haber de la sociedad conyugal, para los consiguientes propósitos legales. 

Vistas las cosas de este modo, se impone inferir que cuando alguno de los cónyuges dispone simuladamente de los bienes que estando en cabeza suya puedan ser calificados como sociales, el otro, mediando la disolución de la sociedad conyugal o, por lo menos, demanda judicial que de resultar próspera la implique y cuyo auto admisorio hubiese sido notificado al fingidor, podrá ejercitar la simulación para que la apariencia que lesiona o amenaza sus derechos, sea descubierta…” (Sentencia de la Sala de Casación Civil y Agraria, del  30 de octubre de 1998, MP. Dr. Jorge Antonio Castillo Rugeles, expediente 4920, reiterada en sentencias de la misma Corte del 5 de septiembre de 2001, rad. 5868,  13 de octubre de 2011, Rad. 2007-0100-01 y 7 de abril de 2015, radicado SC3864-2015)
El criterio de la Corte Suprema de Justicia ha sido entonces el de  permitir al cónyuge que pueda resultar afectado en sus gananciales, ante la celebración de negocios aparentes celebrados por el otro, demandar la simulación de esos actos, así no se haya producido la disolución de la sociedad conyugal, cuando se ha presentado demanda tendiente a obtenerla y de ella ha recibido notificación el esposo demandado. 

En el asunto bajo estudio están acreditados los siguientes hechos:

a. Los señores Carlos Arturo Gutiérrez Duque y Gloria Elena Yepes de Gutiérrez contrajeron matrimonio el 4 de noviembre de 1977 como lo acredita el documento de origen notarial que se allegó con la demanda
.

b. De acuerdo con las copias del proceso respectivo, que se aportaron en copia auténtica y que obran en el cuaderno de pruebas de la parte demandante, el señor Carlos Arturo Gutiérrez Duque formuló demanda de divorcio contra su cónyuge Gloria Elena Yepes de Gutiérrez el 24 de febrero de 2012
; la que fue admitida el 27 del mismo mes
; la demandada recibió notificación de tal providencia el 29 de marzo de 2012, como se consigna en la sentencia proferida el 2 de mayo de 2013, en la que se decretó el divorcio solicitado y entre otras cosas, se declaró disuelta y en estado de liquidación, la sociedad conyugal entre los esposos
. Esa providencia fue confirmada por la Sala Civil Familia de este Tribunal en fallo producido el 2 de septiembre del mismo año
. 

c. Por escritura pública No. 624 del 20 de abril de 2012, otorgada en la Notaría Segunda del Circulo de Buenaventura, la señora Gloria Elena Yepes de Gutiérrez, representada en el acto por el señor Danilo de Jesús Yepes Bedoya, transfirió a título de dación en pago, en favor de la señora Guillermina de Jesús Bedoya de Yepes, el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 372-17790 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del mismo municipio
.

d. El referido inmueble fue adquirido por la señora Yepes de Gutiérrez por escritura pública No. 1346 del 13 de octubre de 1999, otorgada en la Notaría  Segunda del Círculo de Buenaventura, por compra al señor Argemiro de Jesús Salazar Giraldo. Así lo demuestran las anotaciones que reposan en el certificado de tradición correspondiente a ese predio
.

e. La demanda con la que se promovió la acción que ahora se decide, fue presentada al reparto el 16 de mayo de 2012
.

Surge de tales pruebas, que el inmueble que entregó la señora Yepes de Gutiérrez en dación en pago a la señora Guillermina de Jesús Bedoya de Yepes, fue adquirido por la primera en vigencia de la sociedad conyugal que tenía conformada con su esposo, después de la fecha en que este la demandó en proceso de divorcio y cuando ya había sido notificada del auto por medio del cual se admitió la demanda. Con posterioridad, el demandante instauró la acción con la que se inició este proceso.

Puestas de esa manera las cosas y con fundamento en la jurisprudencia que se ha traído a esta providencia, puede concluirse que el actor tiene un interés protegido por la ley en que prime el acto secreto sobre el público, porque con la transferencia del dominio que hizo quien fuere su cónyuge, de un inmueble adquirido en vigencia de la sociedad conyugal, por medio de un acto jurídico respecto del cual aduce está arropado de falsa apariencia, se menoscabaron sus derechos en la sociedad conyugal que entre ellos existió.

También, que aunque en ejercicio de la libre administración de bienes, cada esposo puede disponer de aquellos bienes que estén a su nombre, tal aserto se predica de los actos reales, mas no de aquellos que se celebran con el fin de defraudar al otro cónyuge en la liquidación del haber social.

En similar sentido se pronunció esta Sala, en sentencias del 3 y del 24 de abril de 2017, en procesos en que intervinieron el mismo demandante y quien fuera su esposa como demandada, radicados bajo los números 66008-31-89-001-2012-00100-01 y 66008-31-89-001-2012-00102-02.

4. Es del caso establecer si el contrato de dación en pago que celebraron las demandadas es mera apariencia, como lo discute el demandante.

La señora jueza de primera sede, con fundamento en el análisis de las pruebas recogidas en el plenario, encontró varios indicios de simulación, con fundamento en los cuales concluyó ser mera apariencia la dación en pago que se hizo constar en la escritura pública Nro. 624 de abril 20 de 2012 y fue así como accedió a las pretensiones de la demanda.

De acuerdo con los reparos y a la sustentación que de ellos hizo el apoderado de las demandadas, se deduce que no está conforme con esa apreciación probatoria, pues considera que varios de tales indicios no son tales. 

a. Adujo el impugnante que en el proceso no existe prueba de la que se pueda concluir que la señora Guillermina de Jesús Bedoya de  Yepes careciera de recursos económicos que le impidieran otorgarle un préstamo a su hija, porque el patrimonio de las personas muchas veces  se desconoce por sus familiares, pues no están interesadas en que sepan la forma como está integrado; también dijo que la citada señora  bien podía tener bienes y dinero para prestar a su hija, sin que el hecho de que esta fuera quien le ayudara, constituya motivo para desvirtuar su capacidad económica, la que resulta difícil de establecer. 

En los hechos de la demanda se alegó, como sustento de la simulación, la falta de recursos económicos en la citada señora para prestar a su hija suma tan alta como aquella a que se refiere la escritura pública de que se trata y ese hecho, como negación indefinida, no requiere prueba al tenor del último inciso del artículo 167 del CGP. 
Por tanto, correspondía a la parte demandada demostrar el hecho contrario, es decir, la solvencia económica de la señora Guillermina, que le permitiera celebrar el referido negocio. Sin embargo, ninguna prueba solicitó o aportó al proceso para demostrarlo. Al dar respuesta a ese supuesto fáctico dijo que no era cierto, pero no  indicó el monto de sus ingresos para la época de la supuesta deuda, ni a qué se dedicaba, cuál era su profesión u oficio y sí tenía o no bienes de fortuna.  

A pesar de que pesaba sobre las accionadas la carga de demostrar la capacidad económica de la referida señora, a instancias del actor se escucharon los testimonios de los señores Édgar Yecid y Helver Yolián Gutiérrez Yepes, hijos suyos y de la co-demandada Gloria Elena Yépes de Gutiérrez. Ambos expresaron que su abuela materna carecía de medios económicos y que era su madre quien la sostenía, testimonios  que fueron apreciados por el juzgado de primera sede y a los que esta Sala concede valor demostrativo en razón a que resultaron exactos, completos y responsivos. De sus dichos no se infiere la animadversión hacia su madre como pretende hacerlo creer el apoderado de las recurrentes, que no los tachó, en su oportunidad, de sospechosos.

Pero no fue solo eso lo que dijeron esos deponentes. Además dieron cuenta de la simulación realizada, para lo cual, explicaron que su madre otorgó poder a un hermano de ella, Danilo, con el fin de que traspasara el inmueble a su abuela, tema del que con él trataron posteriormente y del que les manifestó que había obrado mal, que se había equivocado.
En consecuencia, puede hallarse, como lo concluyó la jueza de primera instancia un indicio de simulación en la falta de capacidad económica en la señora Guillermina, quien no tenía los medios para prestar la suma de $50.000.000 a su hija, encargada de su sostenimiento personal.

b. También en la disposición simultánea de bienes que encontró el juzgado demostrada.

Al respecto alegó el apoderado de las demandadas que nada impedía a Gloria Elena disponer de los bienes en un solo día porque estaba facultada para hacerlo, pues no violaba el orden público ni afectaba intereses realmente creados.

La escritura de dación en pago calificada de mera apariencia se suscribió el 20 de abril de 2012; el día anterior, la señora Gloria Elena Yepes de Gutiérrez celebró otras tres daciones en pago, documentadas en las escrituras públicas números 175, 174, y 173 de la Notaría Única del Círculo de Belén de Umbría, sobre los inmuebles con matrículas inmobiliarias números 293-9284; 293-14337 y 293-12102 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos del mismo municipio. En todas ellas se advierte en la cláusula tercera, que se solucionan créditos personales, sin aludir expresamente a la clase de obligación que se satisface, a las fechas de creación y vencimientos, tasas de interés y documentos que las contengan, solo se indicó la cuantía de cada uno
.

También, mediante la figura de donación, dispuso, ese mismo día, del inmueble con matrícula inmobiliaria No. 293-3757 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Belén de Umbría, mediante escritura pública No. 176 de la Notaría Única de ese municipio, según se desprende del certificado de tradición que obra a folio 180 del cuaderno de pruebas de la parte demandante. 

Lo anterior, sin lugar a dudas, estructura indicio de notoria importancia, pues la señora Gloria Elena Yepes de Gutiérrez, dispuso el mismo día de varios bienes, todos, adquiridos en vigencia de la sociedad conyugal que tenía conformada con el demandante y lo hizo después de ser notificada de la demanda de divorcio, todo lo cual conduce a que su intención no era otra, que defraudar esa sociedad conyugal, pues no es normal  como lo asegura el apelante, que una persona de un momento a otro decida transferir el dominio de  todos sus activos y quedarse destituida de todo patrimonio, saldando obligaciones e incluso haciendo una donación.

c. Otro indicio de simulación lo encontró el juzgado en el parentesco entre las contratantes. Adujo el apelante que los negocios entre familiares son frecuentes y también permitidos.  

A pesar de que se ha considerado que uno de los indicios de simulación es el trasladar el dominio en personas a quienes se tiene excesiva confianza y no es extraño por ello acudir a los parientes cercanos de quien de manera ficta transfiere aquel derecho, no significa ello que toda negociación que así se celebre quede cubierta con un manto de duda por esa sola razón. 
Sin embargo, en este caso, ese vínculo entre las contratantes permite inferir un indicio de simulación, teniendo en cuenta los demás hallados y porque la experiencia enseña que a los parientes se acude por la confianza que en ellos se tiene de mantener el secreto de carácter ficto del acto.

d. Encontró el juzgado otro indicio de simulación en el precio, porque de acuerdo con el dictamen pericial practicado en el proceso, su valor es de $161.107.571 y la señora Gloria Elena lo entregó en dación en pago por $50.000.000. 

El apoderado impugnante aduce que  cada propietario puede dar el valor que desee a sus bienes mientras no esté por debajo del avalúo catastral ni del requerido por el notario para extender la escritura de compraventa.

El precio vil constituye uno de los indicios más conocidos en procesos de simulación como el que ahora ocupa la atención de este Tribunal. Al respecto pueden verse por ejemplo las sentencias de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, de fechas 10 de junio y 7 de diciembre de 2015, proferidas por el Dr. Ariel Giraldo Ramírez y del 6 de septiembre de 2016, con ponencia del Dr. Álvaro Fernando García Restrepo. 

Empero, no puede pasar por alto la Sala que el juzgado halló tal indicio de simulación en una prueba que no resultó idónea para el fin propuesto, pues el dictamen pericial que se obtuvo en el curso del proceso da cuenta del avalúo del inmueble de que se trata  para el mes de marzo de 2016, cuando se presentó el trabajo respectivo, mientras que la escritura pública por medio de cual se  perfeccionó la dación en pago se suscribió el 20 de abril de 2012. De esa manera las cosas, no cuenta el proceso con medios probatorios que permitan establecer el valor de ese bien para la última fecha indicada, como para decir que aquel por el que se entregó fue irrisorio.

5. Los indicios que se acaban de relacionar, excepto el relacionado con el precio vil, están edificados sobre hechos conocidos que no admiten discusión en cuanto a su existencia; están íntimamente ligados con el que se trata de inferir; todos convergen al mismo fin; no se neutralizan, ni excluyen, son graves, precisos y concordantes y revelan la mera apariencia de los actos por medio de los cuales la señora Gloria Elena Yepes de Gutiérrez simuló el negoció jurídico atacado a través de la presente acción para impedir que el bien ingresara a la sociedad conyugal que tuvo el señor Carlos Arturo Gutiérrez Duque.

6. De esa manera las cosas, para la Sala no tienen acogida los argumentos del recurrente que pretende se revoque la sentencia de primera instancia por falta de legitimación en el demandante y desconociendo la existencia de los indicios ya referidos, los que permiten deducir con seguridad, que el negocio celebrado fue mera apariencia.

7. De acuerdo con lo expuesto, se confirmará esa providencia y se condenará a las demandadas a pagar las costas causadas en esta instancia, a favor del demandante, las que se liquidarán en la forma indicada por el artículo 366 del Código General del Proceso por el juzgado de primer grado, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE

PRIMERO: Confirmar la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría, el 31 de mayo de 2017, en el proceso ordinario sobre simulación que propuso el señor Carlos Arturo Gutiérrez Duque contra las señoras Gloria Elena Yepes de Gutiérrez  y Guillermina de Jesús Bedoya de Yepes, en el que fueron reconocidos como sucesores procesales de la última, en razón de su fallecimiento, los señores Jairo de Jesús, Maira Yelila, Danilo de Jesús, John Herman, Ariel de Jesús, María Cenelia, Eduardo de Jesús, María Elvia y Ancizar de Jesús Yepes Bedoya.

Segundo: Costas a cargo de las demandadas, a favor del demandante. Liquídense por el juzgado de primera sede, previa fijación de las agencias en derecho que correspondan a esta sede.
Por su pronunciamiento oral, las decisiones anteriores quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se da por terminada.

Los Magistrados, 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Folio 2, cuaderno No. 1


� Folio 120 vuelto, cuaderno pruebas de la parte demandante


� Folios 121-122, cuaderno pruebas de la parte demandante  


� Folios 123 a 144, cuaderno de pruebas parte demandante


� Folios 157 a 166, cuaderno de pruebas parte demandante


� Folios 5 a 8, cuaderno No. 1


� Folios 3 y 4, cuaderno No. 1


� Folio 21 vuelto, cuaderno No. 1


� Folios 180 a 194, cuaderno pruebas parte actora.
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